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    A Pablo Alberto, Patricio Andrés, Chiara, Mateo Alonso,
Marcelo Ignacio y Diego Ignacio, parte del futuro.




    A quienes colaboraron con solidaria y cívica entrega
en mis gestiones ministeriales.


  




  

    «Quienes únicamente se solazan con el pasado ignoran que el Perú, el verdadero Perú, es todavía un problema. Quienes caen en la amargura, en el pesimismo, en el desencanto, ignoran que el Perú es aún una posibilidad. Problema es, en efecto y por desgracia, el Perú; pero también felizmente, posibilidad».




    JORGE BASADRE, Perú: problema y posibilidad (1931).


  




  

    PRESENTACIÓN




    En este interesante libro, el ex primer ministro, abogado, profesor universitario y constitucionalista relata su paso por el poder político, y lo hace con una sinceridad, precisión y consecuencia que no tiene precedentes en la política peruana. De manera clara y objetiva se muestran las grandes carencias del Perú; y, también, las pequeñeces y mediocridades que suelen ser la contribución de muchos parlamentarios, ministros y funcionarios a esa lucha contra el subdesarrollo en que está empeñado nuestro país. Pero aquellas deficiencias están felizmente compensadas por la generosidad, honradez y dedicación de los mejores a la tarea de sacar al Perú del subdesarrollo y convertirlo en una sociedad justa y moderna. Este es un libro que se lee con la misma pasión con que ha sido escrito.




    MARIO VARGAS LLOSA


  




  

    Capítulo 1




    Volver




    CAMINO A LA UNIVERSIDAD DE LIMA, a finales de 2011, recibí una llamada. «El ministro Jiménez desea conversar con usted», me dijo la secretaria. Como estaba manejando, preferí que nos comunicara una vez que hubiera llegado a mi oficina. Pero quedé intrigado. ¿Qué podría querer el ministro? Desde hacía unos años trabajaba como director de Asuntos Internacionales de la universidad, además de dictar los cursos de Derecho Constitucional y Cultura Política. ¿Tendría algo que ver con eso?




    Cuando fue nombrado Juan Jiménez ministro de Justicia, lo llamé para felicitarlo. Tenía la mejor impresión de él y me alegró mucho la noticia. Un buen ministro de Justicia no solo debía ser un conocedor del Derecho, sino también, sobre todo, una persona honesta, y él cumplía con ambas cualidades.




    Lo había conocido durante el proceso de extradición al exdictador Alberto Fujimori, en el último año del gobierno de Alejandro Toledo, cuando yo integraba la comisión consultiva del Ministerio de Justicia y la cartera estaba en manos de Alejandro Tudela Chopitea. Eran días muy intensos porque el caso había cobrado un giro inesperado: se estaba trabajando la extradición con Japón, cuando, súbitamente, Fujimori apareció en Chile. Recuerdo que ocurrió un domingo y que recibí la llamada de Juan Carlos Tafur, entonces director del diario Correo: «Fujimori está entrando a Santiago, Pedro». Y Javier Valle Riestra, locuaz y reconocido abogado aprista, lanzó públicamente un pronóstico que favorecía al prófugo y ponía en aprietos al gobierno democrático. «No van a poder cumplir el plazo de diez días para armar los cuadernillos de extradición», aseguró. Entonces, Diana Álvarez Calderón, secretaria general del Ministerio de Justicia y a quien conocía desde que Mario Vargas Llosa fundara el Movimiento Libertad, me convocó:




    —Situación de emergencia, Pedro. ¿Qué hacemos? He querido contratar a un abogado y me cobra 800 mil dólares.




    —¿800 mil?




    El candidato era un prestigioso abogado civilista, un experto en derechos reales y no precisamente en extradiciones ni en materia penal.




    —Como es una figura importante, el ministro ha pensado en él —me explicó.




    Pero más que nombres reputados se necesitaban expertos que conocieran el caso de Fujimori, sobre todo, cuando quedaba poco tiempo para trabajar.




    —Quiero invitar también a Juan Jiménez —añadió Diana.




    Fue así como llegó Jiménez. Teníamos en común el haber sido viceministros de Justicia: él con Diego García-Sayán durante el gobierno de transición, y yo con Fernando Olivera, a inicios de la administración de Toledo. Por tanto, conocíamos bien el caso y podíamos hacer el trabajo. Más adelante, en la segunda gestión de García, volvimos a coincidir profesionalmente. Fue en Guatemala, adonde viajé durante cuatro meses para integrar la comisión de observación de las elecciones presidenciales de ese país. Juan Jiménez era entonces el brazo derecho de Diego García-Sayán, presidente de la misión de la Organización de Estados Americanos (OEA), que aquella vez tuvo el gesto de convocarme, pues ese inicio de la administración del APRA, desde el punto de vista profesional, se presentó especialmente difícil para mí. En menos de dos meses perdí cinco de mis principales clientes. Dejaron de contratarme por el hecho de ser un notorio adversario del nuevo presidente y uno de quienes lo había investigado desde el Parlamento1. Inclusive, el propio Jorge del Castillo, entonces presidente del Consejo de Ministros, intervino personalmente para que nos quitaran una de las asesorías legales que tenía con Enrique Ghersi, mi exsocio y antiguo compañero de aventuras políticas en el Movimiento Libertad. Esa explicación nos la dio Antonio Calleja, uno de los principales ejecutivos de la Red Eléctrica del Sur S. A., empresa de capitales españoles, cuando nos comunicó la decisión de dar por finalizados los servicios que veníamos prestando desde hacía ocho años.




    ¿Implicaría esta llamada del ministro de Justicia un nuevo encuentro profesional o se trataba de una simple comunicación amical? No hubo tiempo para más conjeturas. Como si hubiera estado cronometrado, la secretaria volvió a llamar ni bien entré en mi oficina del edificio central de la Universidad de Lima. Bonachón y bromista, Juan entró en el tema sin mayores preámbulos ni formalismos:




    —Oye, llamaba para que, por si acaso, estés preparado. He presentado al presidente de la República [Ollanta Humala] una terna de candidatos para ser agente del Estado peruano ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el caso Chavín de Huántar y te he incluido a ti.




    —¡Qué cosa! —atiné a exclamar.




    —Ya conversaremos. No te puedo decir nada más por teléfono —añadió con cierta prisa.




    —Oye, Juan, pero esas cosas se consultan antes —insistí.




    —Bueno, ya veremos qué pasa. Solo te lo quería advertir.




    ¿Volver a la política después de casi diez años? Esa fue la primera pregunta que me hice ni bien colgué el teléfono. Tenía plena conciencia de lo complejo de la coyuntura y del caso y de que, de asumir la defensa, todo sería cuesta arriba. Más aún si el abogado César Azabache, una vez nombrado agente, había declarado públicamente que existía responsabilidad del Estado peruano en el caso Chavín de Huántar. Pero no quise adelantarme. Quedaba un paso previo: el presidente Humala tenía que elegir a uno de los tres candidatos. Solo sabía que yo era uno de ellos y que antes había habido una primera terna que no lo satisfizo plenamente.




    Dos encuentros




    A Ollanta Humala lo había tratado en un par de oportunidades. La primera, cuando me desempeñaba como asesor de la Defensoría del Pueblo, en 2006, durante la gestión de Beatriz Merino2. En ese entonces, tenía buena relación con Beatriz, incluso le había dado la idea de postular a la Defensoría. Una vez nombrada, me convocó a mí y al embajador Harold Forsyth, a quien los apristas habían hostigado en la Cancillería. Fue precisamente Forsyth quien le recomendó conversar con Ollanta Humala, en su condición de líder de la oposición. Beatriz, quien se caracteriza por darle mil vueltas a cada asunto antes de tomar una decisión, quiso conocer primero mi opinión. «Pienso igual —dije—, debes conocer al líder de la oposición». Así que se organizó una cena en la casa de Diana Álvarez Calderón, a la que asistimos Ollanta Humala, Nadine Heredia, Salomón Lerner Ghitis, Beatriz Merino, Harold Forsyth y yo.




    Humala tenía la ambición de ser presidente de la República y una postura muy radical, cercana al chavismo, no la de centroizquierda que años después caracterizaría su gestión. Su esposa, Nadine, me pareció agradable y políticamente muy despierta. Cuando se retiraron, le comenté a Diana: «Lo veo muy pegado a la izquierda, pero el día que vaya más hacia el centro, tendrá posibilidades de ganar».




    No volvería a tratar con él hasta después de la segunda vuelta electoral de 2011. Fue en una comida en la casa de Diana Álvarez Calderón, previa al cambio de mando, en la que también estuvieron presentes Mario Vargas Llosa, Patricia Llosa, su hijo Álvaro y Fernando Carvallo. El encuentro resultó mucho más afable que el anterior, sobre todo porque Mario se había jugado por él en el tramo final de la campaña. Había logrado persuadirlo de que se comprometiera públicamente a cumplir con una hoja de ruta respetuosa del orden constitucional, dejando de lado el extremista plan llamado «La gran transformación» que había enarbolado en la campaña de la primera vuelta, lo que fue determinante para su triunfo en segunda vuelta sobre Keiko Fujimori. En un momento de la reunión tocamos el tema de la deuda de Telefónica con el Estado peruano y la renovación del contrato, una papa caliente que, para variar, Alan García dejaba como presente griego a su sucesor. En este punto, di una opinión jurídica que Humala escuchó atentamente. Diría que fue el tema en el que me prestó mayor atención, incluso me formuló algunas preguntas. Pero eso fue todo. No lo volví a ver.




    Por aquellas semanas previas al inicio del nuevo gobierno, se voceó a Beatriz Merino como presidenta del Consejo de Ministros y se dijo también que se me había propuesto como ministro de Justicia, pero sabía que esos chismes políticos no merecían el menor crédito. En otras ocasiones me habían mencionado también para el mismo cargo y no se había cristalizado. Durante el gobierno de transición, en el año 2000, por ejemplo, Fernando Olivera le había sugerido al presidente Valentín Paniagua que me nombrara, pero el ilustre embajador Javier Pérez de Cuéllar, quien asumiría la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), dijo no conocerme y optó por Diego García-Sayán, que sí era de su confianza. Olivera, dicho sea de paso, se enfureció porque a cambio le habían ofrecido que alguien de su agrupación ocupara el Ministerio de la Mujer, pues él consideraba que era una cartera con menos peso político. A mí me pareció un error de su parte, y así se lo hice saber. Incluso le sugerí que evaluara la posibilidad de proponer a Diana Álvarez Calderón.




    Cosas del destino, años después, durante el gobierno de Toledo, cuando Beatriz Merino me propuso como ministro de Justicia, el presidente aceptó nombrarme, pero Olivera me vetó. No estábamos distanciados, aunque, sin duda, no había asimilado dos hechos recientes: 1) que, siendo su viceministro de Justicia, había renunciado por mi desacuerdo con la forma en que el gobierno encaró la crisis producida a raíz de la violenta protesta de los arequipeños contra el anuncio de privatización de la empresa de generación eléctrica Egasa, y 2) que en una posterior ocasión no había aceptado ser ministro porque la condición que pretendieron imponerme era imposible de cumplir para mí: inscribirme en su partido, el Frente Independiente Moralizador3.




    De modo que, ad portas del gobierno de Ollanta Humala, mis reservas frente a los rumores de una nueva oferta ministerial resultaron acertadas. Beatriz Merino no fue nombrada jefa del gabinete, sino Salomón Lerner Ghitis, y Francisco Eguiguren, quien había apoyado a Humala desde la campaña, asumió el Ministerio de Justicia.




    Llamada definitiva




    Esta vez tampoco hubo mucho tiempo para imaginar escenarios, si acaso era elegido agente ante la Corte Interamericana. Una hora después, recibí la segunda llamada de Juan Jiménez. «Ya tuve la reunión con el presidente. Por favor, vente a mi despacho», me pidió.




    No había pisado el Ministerio de Justicia durante todo el segundo gobierno aprista. Incluso, había sido perseguido por la procuraduría ad hoc que formó García para investigar a Toledo, al punto que terminé como testigo en una investigación sobre el viaje a China de una exfuncionaria del ministerio de Justicia, Mariela Pinto4, quien había integrado una delegación oficial invitada por el entonces canciller Diego García-Sayán, y otros asuntos vinculados a su función. De modo que se trataba del regreso a un antiguo centro de trabajo. Al llegar, noté que los apristas habían cambiado totalmente el local. Ahora había oficinas por todos lados; hasta los pasillos estaban divididos por tabiques. Evidentemente, tugurizar fue la manera de inventar espacio de donde sea para albergar a los innumerables compañeros destinados a copar la administración pública.




    Las agendas ministeriales, lo sabía bastante bien, casi no admiten distracciones, así que Jiménez fue directo al punto: «Ha aceptado el presidente. Le propuse otros nombres, pero inmediatamente me dijo que quería que tú tomaras la defensa del Estado. Así que vamos a Palacio». Pero yo le expliqué que no era tan fácil desde la posición en que me encontraba, que le dedicaba bastante tiempo a la Universidad de Lima y que lo apropiado era hablar primero con la rectora, Ilse Wisotzki. Así que en el camino de regreso surgieron nuevas conjeturas. Además del cargo y la cátedra en la universidad, realizaba consultorías jurídicas, y este nuevo trabajo implicaría una dedicación mayor. ¿Podría hacerlo todo a la vez? Afortunadamente, la rectora vio con muy buenos ojos la convocatoria. «El caso Chavín de Huántar merece una buena defensa y yo creo que usted es la persona indicada», me dijo. Así que acepté. Lo bueno fue que la universidad me brindó todas las facilidades; lo difícil, que debía multiplicar las horas de trabajo.




    Con la misma intensidad con que los cambios habían empezado a producirse, ese mismo día por la tarde me recibió en Palacio el presidente Humala. Se trató, en realidad, de una reunión muy breve en la que, básicamente, me agradeció por haber aceptado el trabajo y me hizo saber sus buenos augurios para la gestión que habría de realizar. Conociendo la precariedad de recursos que suelen tener las defensas del Estado, les pedí apoyo al presidente y al ministro de Justicia para contar con un adecuado soporte profesional y logístico. Por supuesto, mi designación generó algunas críticas, sobre todo entre mis rivales políticos. En ese momento, es justo reconocerlo, Óscar Valdés, presidente del Consejo de Ministros, defendió sin ambages la decisión presidencial. Se lo agradecí personalmente.




    La bala encontrada




    Tal como lo había sospechado, empecé la defensa con viento en contra. Pero, poco a poco, fui revirtiendo la situación. Para ello, conté con dos hábiles colaboradores de confianza: Alberto Villanueva Eslava y Joaquín Missiego del Solar. Gracias a su apoyo, al minucioso examen de todas las pruebas y peritajes, y a la diligencia que tuve con el embajador Morihisa Aoki en Japón, constaté que no se habían impartido órdenes de ejecuciones extrajudiciales. Condición sin duda necesaria para organizar una defensa importante. Además, la relación que mantuve con Juan Jiménez siempre fue armónica y tuve toda la libertad para desarrollar mi labor.




    Todo se desenvolvía con normalidad hasta que, un buen día, Juan me llamó a su despacho, advirtiéndome de que se trataba de algo reservado:




    —Mira, Pedro, van a haber cambios en el gabinete y el presidente me ha ofrecido ser el nuevo presidente del Consejo de Ministros —me confió.




    Lo felicité y le deseé suerte. De hecho, se trataba de un reto muy importante en su carrera.




    —Vas a ser uno de los presidentes del Consejo de Ministros más jóvenes de la historia republicana, después de Alva Castro, según me parece —le comenté.




    —Sí, Pedro, pero yo quiero que me acompañes en el gabinete —me dijo, sorprendiéndome una vez más.




    —Mira, Juan, ya tengo experiencia en esto. Me han propuesto anteriormente como ministro de Justicia y no se ha concretado —dije riendo con escepticismo.




    —Es que no he pensado que seas ministro de Justica —respondió—. Yo creo que tú serías un magnífico ministro del Interior.




    Entonces, le expliqué que, si bien constituía un desafío político, no me sentiría cómodo al frente de esa cartera.




    —Yo preferiría ser ministro de Justicia —insistí.




    —Es que ya tengo a la persona para ese ministerio. Va a ser mi viceministra Eda Rivas.




    —Ah, bueno, ni modo —le dije, pensando que los ofrecimientos habían terminado. Pero no fue así, Juan tenía otra carta para mostrar.




    —¿Y Defensa? ¿Qué te parece?




    —Defensa sí me interesaría.




    Era un reto mucho mayor. Implicaba la relación con los militares, el contexto político del proceso ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya y las relaciones internacionales que, consecuentemente, había que construir, entre otros asuntos de fuste.




    —Entonces, te voy a proponer como ministro de Defensa. Solo te pido que no lo comentes.




    A los pocos días, sumergido en las urgencias del caso Chavín de Huántar, recibí una llamada de Juan Manuel Cartagena desde Madrid, médico forense español encargado de la elaboración del informe pericial. «Doctor Cateriano, no me va a creer: acabo de encontrar una segunda bala en la radiografía de los restos óseos de NN14», me dijo refiriéndose al terrorista del MRTA Eduardo Cruz Sánchez, conocido como «camarada Tito». Y es que cuando el doctor Cartagena había venido a Lima se había tomado el trabajo de ir al hospital y pedir las radiografías originales, las cuales jamás habían sido revisadas por un médico forense, porque José Pablo Baraybar y Clyde Snow, autores del informe sobre dichos restos humanos en el 2001, eran, en realidad, antropólogos forenses. Entonces, aunque su noticia representaba todo un hallazgo, demostrarla implicaba una delicada labor de convencimiento, puesto que refutaba radicalmente una versión repetida durante años, según la cual el terrorista había sido ejecutado con un único balazo en la nuca. Para que tuviera la credibilidad necesaria, la corroboración debía provenir de una institución internacional, independiente y prestigiosa, que no generara ninguna suspicacia. Optamos entonces por buscar en Estados Unidos a un radiólogo de vasta experiencia e involucrar, al mismo tiempo, a una importante universidad de ese país. Cuando le conté la idea a Juan Jiménez, estuvo de acuerdo y me alentó a hacer las gestiones.




    Recordé inmediatamente que mi prima Pilar Bellido estaba casada con el dentista estadounidense Karey Matthews, quien había estudiado en la Universidad de Columbia, en Nueva York. Lo llamé y le pedí que me ayudara a ubicar a un radiólogo como el que estábamos buscando. Cuando me dio el dato y lo contacté, programé un viaje a Estados Unidos. La idea era que se hicieran los estudios radiológicos más confiables y modernos, conducentes a comprobar si existía o no esa segunda bala identificada por el doctor Cartagena. Hablé con el fiscal de la Nación e incluso coordiné con la fiscal suprema, Secilia Hinojoza, para que viajara conmigo y trasladara en custodia las radiografías originales, además de participar en la cita el radiólogo John Austin. Pero cuando ya estaba listo el viaje y en marcha la tramitación de la resolución suprema autoritativa, Juan Jiménez me dijo:




    —Pero tú no te puedes ir de viaje.




    —¿Cómo que no me puedo ir de viaje? Esto es urgentísimo para ganar el caso Chavín de Huántar —repliqué.




    —¿No recuerdas que te he propuesto para ser ministro de Defensa? ¿Y si la juramentación es mañana? —me dijo.




    Y la verdad que había estado dedicado a los descubrimientos forenses. De modo que no me quedó otro camino que cancelar mi viaje y designar a Alberto Villanueva como el encargado de llevar las radiografías junto con la fiscal suprema. Le indiqué que en el momento en que estuviera con el radiólogo norteamericano conectara su Skype para seguir en directo, desde mi computadora, el desarrollo de la cita. Pero ni bien llegó Alberto a Estados Unidos fue recibido por Karey Matthews, quien debía ponerlo en contacto con el radiólogo. Así que él pudo ver antes las radiografías y darme un adelanto. Si bien no era especialista, por su trabajo como odontólogo estaba acostumbrado a identificar metales en una placa. Así que él me dijo: «Pedro, es metal lo que ahí se ve. Yo creo que se trata de una bala».




    Esa primera impresión fue corroborada por el radiólogo John Austin desde el Medical Center de la Universidad de Columbia, tal como lo vi a través del Skype. Ni bien puso las radiografías en la pantalla de luz, el especialista aseveró con absoluta certeza: «It’s a bullet». Ello fue toda una conmoción en Lima. Más aún, cuando lo anunciamos en una conferencia de prensa convocada con carácter de urgencia el 19 de julio de 2012.




    Sí, juro




    Tres días después de aquella revelación, Juan Jiménez retomó el tema ministerial, siempre con su estilo perentorio: «Hoy a las tres de la tarde te espera el presidente en Palacio», me anunció. Pero antes de acudir a la cita, decidí volver a hablar con la rectora Wisotzki. Sin duda, la situación esta vez era diferente. Por fortuna, tenía una excelente relación con ella y sus palabras no hicieron más que corroborarla. «Es un momento crítico para el país y se requiere una persona de sus cualidades», me dijo. Coincidimos, además, en lo clave que era el tema de La Haya para el sector que estaba a punto de asumir. Sin embargo, le expliqué que en este tipo de menesteres nada era seguro hasta el último momento, pero no quería que se enterara por medio de la prensa. Y, ciertamente, debo reconocer que Ilse Wisotzki supo mantener la reserva que el caso ameritaba, pues nada trascendió.




    Por mi parte, no dejaban de asaltarme nuevas dudas. Sabía que, de aceptar el cargo, no tendría respaldo en el Parlamento, que integraría un gobierno con un partido político dividido y que, desde el punto ideológico y programático, no tendría una coincidencia absoluta ni con el presidente Humala ni con el propio Juan Jiménez. Con Juan coincidía en la defensa del Estado de derecho y del orden constitucional, así como en la vigencia de los derechos humanos, pero no en materia económica. Sin duda, él no era un liberal convicto y confeso como yo. Viendo las cosas desde ese ángulo, parecía que me estaba metiendo en problemas. Pero, al mismo tiempo, equilibraba la balanza el hecho de que Juan fuera un hombre honesto y capaz, a quien podría manifestarle mis diferencias, si las hubiera, en un clima de absoluta confianza. Además, esta vez no sería viceministro, sino que tendría la posibilidad de ser el responsable político de un sector. Y creía, con toda sinceridad, que era imperativo evitar el fracaso del gobierno del presidente Humala, en especial, que se dejara de aplicar la «hoja de ruta» y que, bajo ningún pretexto, se volviera el tan cuestionado y temido plan de «La gran transformación», que acabaría convirtiendo al país en una réplica del régimen chavista. En ese sentido, consideraba que mi participación —con las limitaciones del caso— podía contribuir a que eso no sucediera. Por otra parte, habiendo intervenido de algún modo en la campaña de la segunda vuelta electoral, buscando evitar que ganara Keiko Fujimori, sentía la obligación cívica de respaldar al gobierno que había nacido de esa elección. De modo que decidí asumir el reto y responder afirmativamente a la invitación.




    Como suele suceder en los días previos a las Fiestas Patrias, se respiraba en el ambiente político la habitual expectativa de cambio ministerial, y en los medios se podía leer y escuchar la tradicional lotería de nombres. Esta vez yo no figuraba en ninguna cartilla de apuestas. Tan es así que, cuando los reporteros que merodeaban Palacio me vieron entrar, pensaron que iba a conversar sobre el caso Chavín de Huántar, que estaba en agenda gracias al hallazgo que acabábamos de hacer público.




    Ni bien tomé asiento, el presidente Humala fue directamente al punto, una característica que más adelante llegaría a ser habitual para mí. «Ya sabes por qué te he convocado. Juan te ha propuesto para ser ministro de Defensa, y yo tengo confianza en ti. Bienvenido al equipo». Hablamos también de sus ideas centrales en torno al sector. Reconoció lo complejo de la coyuntura y la delicada situación de las Fuerzas Armadas, sobre todo si se tenía en cuenta la hipótesis de un escenario complicado con Chile. Habló de la labor que debía cumplirse en el frente externo con ese país, y en el interno en el Vraem5. «Yo he tomado la determinación política de hacer frente al terrorismo», recuerdo que precisó. Y, finalmente, al momento de despedirse, añadió: «Ya te avisaremos para la juramentación».




    A la salida de Palacio tuve otra breve y curiosa conversación con Juan Jiménez. «Oye, por si acaso, no te compres el fajín. Mejor es que te lo regalen. Dicen que trae mala suerte que lo adquiera uno mismo». No soy una persona supersticiosa, pero mis padres y hermanos me lo obsequiaron. Sin embargo, luego vi un reportaje de ATV noticias en el que, con no poca malicia, se decía que a Cateriano le habían obsequiado un fajín más barato que a Jiménez. Y así, con buena suerte o sin ella, el tema del fajín tuvo sus minutos de televisión abierta.




    En lo personal, tenía presente dos sensaciones aquel 23 de julio de 2012, día de la juramentación del gabinete Jiménez. La primera era de sorpresa por la enorme velocidad en que se desenvolvieron los hechos, al punto que había llegado a un sector para el que nunca fui voceado y que unos pocos meses atrás no consideraba ni siquiera posible arribar. La segunda era de simbolismo y satisfacción familiar: con mi nombramiento, el apellido retornaba a una cartera directamente relacionada con la defensa nacional, puesto que, en 1918, durante el segundo gobierno de José Pardo, mi tío bisabuelo el coronel EP Andrés Cateriano y Alcalá había sido ministro de Guerra, y previamente combatiente de la campaña del sur en la Guerra del Pacífico y vencedor de Tarapacá. Un honor que siempre mantendría presente durante mi gestión y que tuve la oportunidad de resaltar meses después, en el discurso que ofrecí en la propia Pampa de la Quinua, durante la ceremonia del Día del Ejército y aniversario de la batalla de Ayacucho.




    Bautismo y confirmación




    Al llegar al ministerio, encontré como viceministro de Políticas para la Defensa al contralmirante en retiro Mario Sánchez Debernardi, sobre el cual tenía muy buenas referencias y sabía que, además, conocía al presidente. También estaba como viceministro de Recursos para la Defensa el mayor general en retiro de la Fuerza Aérea Lizandro Maycock. Pero para este segundo viceministerio yo tenía la idea de convocar a una persona capaz, pero, fundamentalmente, de mi confianza, puesto que era consciente de que el manejo de los asuntos económicos y financieros constituía un tema crítico y sensible en el sector Defensa. Había pensado en el economista Jakke Valakivi, a quien había conocido en la Superintendencia de Banca y Seguros cuando, al inicio del segundo gobierno de García, yo había asesorado al superintendente Juan José Marthans. En ese entonces, Valakivi se desempeñaba como asesor de la alta dirección. De modo que se lo planteé al presidente y me pidió unos días para sopesarlo. Pero antes de que me diera una respuesta, el diario La República difundió unas fotografías en las que el general Maycock aparecía en un bar con unos empresarios coreanos, lo cual, naturalmente, generó una crisis. Entonces, insistí con el presidente: «Quiero poner una persona de mi confianza». Y aceptó. No me equivoqué con Valakivi. Fue siempre un puntal en mi gestión. Como economista, era un profesional de sólida formación, además de haber acumulado una interesante experiencia tanto en el sector público como en el privado, lo cual representó siempre una gran ventaja para su labor.




    Los militares, por su parte, no me recibieron afectuosamente. El 29 de julio apareció en el diario La República una entrevista que le concedí a la periodista Rosa María Palacios6. En ella destaqué dos aspectos en los que todo ministro de Defensa de un gobierno democrático debe ser tajante: que las Fuerzas Armadas no son un poder deliberante y que deben estar subordinadas a la autoridad civil. Por esos días, en una reunión social, Luis Bedoya Reyes —fundador del Partido Popular Cristiano (PPC)— me dijo que, si bien estaba en lo correcto, había sido desafiante.




    —No sé si les habrá gustado a los militares —me advirtió.




    —Pero es lo que dice la Constitución —le recordé.




    Entonces, cierto sector de la prensa afín a los militares en retiro me criticó con aspereza, empezó a pedir mi renuncia, a decir que era un incapaz, entre otros calificativos. A modo de respuesta, el mismo día de la juramentación de Jakke Valakivi, denuncié un complot en mi contra por parte de los exministros de Defensa y exembajadores del gobierno aprista Ántero Flores-Aráoz y Rafael Rey, dupla que en 1991, paradójicamente, había acusado a Alan García de supuesto enriquecimiento ilícito como parte de una comisión de la Cámara de Diputados.




    Pero la verdad es que nada de eso fue un obstáculo en el siempre imprevisible Ministerio de Defensa. El «bautizo», como acaso debe ser, ocurrió el primer día en que entré al despacho ministerial. La secretaria me esperó con la noticia de que al canciller Rafael Roncagliolo le urgía hablar conmigo. Y el canciller, a su vez, removió cualquier atisbo de aclimatación sosegada: «Hay una situación grave en Chile. Han hundido una embarcación peruana en Arica», me anunció. E inmediatamente pensé: «¡Qué manera más turbulenta de empezar!». Pero no hubo más tiempo para pensar. Inmediatamente recibí la llamada de los congresistas por Tacna del partido de gobierno, luego el diario Perú21 sacó una nota escandalosa en su edición digital cuyo título decía que los chilenos habían hundido una embarcación nacional. La crisis estaba instalada, por lo menos mediáticamente, y había que actuar con celeridad.




    Contacté al almirante Carlos Tejada y le pedí información. Felizmente esta no tardó en llegar y disipó la emergencia. Se trataba de una embarcación que estaba transportando marihuana y no había sido detenida ilegalmente, sino como consecuencia de la lucha contra el narcotráfico. Me volvió el alma al cuerpo. Llamé al canciller Roncagliolo, a los parlamentarios; di explicaciones por doquier y entré, sin la menor dosis de anestesia, en la vorágine ministerial.




    Y si el bautismo ocurrió el primer día, la confirmación sucedió en el curso de la primera semana. En escasos cuatro días se vencía el plazo para que el Estado peruano decidiera aceptar o rechazar dos aviones de Estados Unidos, los cuales vendrían en calidad de donación, pero a través de un overhaul (‘mantenimiento’) en ese país. Yo no había leído el expediente y en pocos días debía tomar una determinación supuestamente documentada. Por supuesto, recibí llamadas de parlamentarios que hablaban pestes y afirmaban que el gobierno del presidente Humala quería comprar aviones chatarra. Además, la Fuerza Aérea había sido contradictoria en sus opiniones técnicas. Y la prensa, por si algo faltaba, criticaba abiertamente la adquisición. Entonces, decidí llamar a la embajadora de Estados Unidos, Rose Likins, y solicitar una prórroga. Pero no me la pudo dar. Así que tomé la determinación de no aceptar la donación, basado fundamentalmente en lo que me había podido empapar en los pocos días que llevaba en el cargo. Previamente, había hablado con el presidente y me había reunido una y otra vez con los generales de la FAP, sorteando los ataques parlamentarios y las críticas ácidas de cierta prensa. Pero el hecho sirvió para confirmar una convicción inicial: el tema más delicado y sensible sería el de las compras. Y en eso debía mostrar determinación y firmeza. Pero había aprendido una cosa más: la adrenalina sería el pulso natural del día a día en el ministerio.




    




    

      

        1 En 1994, publiqué El caso García, libro que narra y documenta el trabajo y las peripecias de la comisión investigadora de la Cámara de Diputados (1990-1992) para indagar sobre el presunto enriquecimiento ilícito del expresidente Alan García durante su primer gobierno. El libro lo reeditó Editorial Planeta en 2017, como parte de la colección Memoria Perú. Hasta este momento ha tenido tres reimpresiones y una edición de bolsillo.


      




      

        2 Asustada por la reelección de Alan García, la entonces defensora del Pueblo, Beatriz Merino, me mandó a decir que había hecho mal en hablar en nombre de la institución en el desaparecido programa de televisión La hora N, conducido por Jaime de Althaus. El pretexto era mentiroso. La entrevista fue en torno al tema de obras por impuestos. Renuncié en el acto a mi rol de asesor. Sí, la temerosa funcionaria era la misma persona que, cuando fue senadora e integró la comisión acusadora de esa cámara, imputó de enriquecimiento ilícito a García.


      




      

        3 A su secretario general, Gonzalo Carriquiry, le respondí que, para ser nombrado viceministro de Justicia, no me exigieron la inscripción y que, por lo tanto, en este caso, no estaba de acuerdo con el pedido de su partido.


      




      

        4 Luego Mariela Pinto entablaría una amistad cercana con Alan García.


      




      

        5 Sigla para la región geográfica comprendida por los valles de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro.


      




      

        6 La República (29 de julio de 2012). «Pedro Cateriano: ‘Tiene que haber una supervisión civil de la autoridad militar’». Recuperado de https://bit.ly/3wplviG


      


    


  




  

    Capítulo 2




    Cuestión de confianza




    EL 6 DE AGOSTO DE 2012, el gobierno solicitó formalmente al Congreso facultades para legislar en torno al fortalecimiento y la reforma de los sectores Defensa e Interior. Había puntos urgentes y largamente esperados en el proyecto del Ejecutivo, como la creación de un ente central de compras para la defensa nacional y la reforma del régimen remunerativo y pensionario del personal militar y policial. Pese a ello, las bancadas de oposición no parecían muy dispuestas a aprobar el pedido. Por lo que Juan Jiménez tomó la iniciativa de reunirse con la junta de portavoces del Parlamento y así propiciar una votación favorable en el pleno previsto para el 9 de agosto. Para entonces, ya se había presentado ante el país como el «premier del diálogo», de modo que decidió demostrarlo con un gesto inusual en esta clase de procedimientos: solicitar que los ministros de los dos sectores involucrados se presentaran ante la Representación Nacional el propio 9 de agosto, para explicar y sustentar la delegación de facultades. Luego se produciría el debate y la votación. Por supuesto, los parlamentarios aceptaron la iniciativa de buena gana. Cómo negarse, si el espectáculo estaba asegurado. 




    Al enterarme de su ofrecimiento a la junta de portavoces, le dije a Juan: «¿Qué has hecho? ¡Me estás mandando al Coliseo Romano!». Y es que la delegación de facultades constituye un acto de renuncia temporal de parte del Congreso de su natural función legislativa a favor del Ejecutivo, lo que hace a través de una ley autoritativa, la cual establece plazo y materia. Por eso mismo, no estábamos obligados a ofrecer explicaciones en una sesión plenaria. Pero, además, el gabinete aún no había cumplido con presentarse en el Parlamento para obtener el voto de investidura. ¿Cómo, entonces, dos de sus ministros se adelantarían sometiéndose a un acto de previsible fricción política? En lo personal, veía que el quehacer ministerial no conocía de recesos. Tenía menos de un mes en el ministerio y las crisis se sucedían una tras otra: primero la noticia de una embarcación hundida en aguas chilenas, luego la discutida posibilidad de donación de unas aeronaves norteamericanas y ahora una nada atractiva comparecencia en el pleno del Congreso. ¿Faltaba algo más?




    Sea como fuere, empecé a trabajar en el tema. Sin duda, entre los puntos involucrados, destacaba el aumento de sueldo a los miembros de las Fuerzas Armadas. Se trataba de un problema discutido durante doce años, pero que ninguno de mis antecesores había conseguido solucionar. Por tanto, si no lo concretaba, mi presencia en el ministerio no tenía razón de ser. Pero también era consciente de que no contaba con mucho tiempo. Y, precisamente, la inminencia de los plazos sería uno de los argumentos que la oposición utilizaría en el debate parlamentario para descalificarme. El trabajo, sin duda, no era sencillo, pero lo pude acometer gracias a la colaboración de expertos como el economista Juan José Marthans, quien me asesoró en la parte previa y luego me acompañó al Congreso.




    Recurso constitucional




    Me propuse persuadir al presidente Humala de retirar el pedido para modificar la ley de ascensos del proyecto de reforma, porque la oposición lo interpretaba como un mecanismo que buscaba beneficiar a su promoción en el Ejército y a la de su hermano Antauro.




    —Pero vamos a mostrar debilidad —me dijo.




    —No, presidente. Más bien, vamos a evitar que sostengan que usted quiere favorecer a sus amigos, y esa no es la intención de la reforma.




    Aceptó sacarla. Por lo menos, desde ese punto de vista, podía ir más tranquilo al pleno. Sin embargo, existían otros frentes. Aunque se había podido conversar con el ministro de Economía y Finanzas (MEF), Luis Miguel Castilla —el estudio económico en que se basaban los aumentos lo elaboró el MEF—, el jefe del Comando Conjunto y los comandantes generales se quejaban porque él no los había dejado participar en ninguna fase del proceso. Por ende, la relación era tensa. A mí tampoco me resultaba sencillo atemperar los ánimos. Recién empezaban a conocerme, y mi trato con los comandantes generales aún no era fluido. Eso significaba que acudiría al Congreso sin todo el apoyo institucional que hubiera deseado.




    Fue ante esta situación que decidí, un día antes de mi asistencia al Parlamento, hacer cuestión de confianza acerca del tema de la reforma salarial y pensionaria, aunque lo mantuve en absoluta reserva. Pensaba que sería un mal inicio y un duro golpe para mi gestión no obtener la delegación de facultades legislativas, porque implicaba no lograr el aumento. Personalmente, lo veía como una derrota. En ese sentido, la cuestión de confianza representaba un gesto político: mantenerse en el cargo no era más importante que solucionar un problema largamente desatendido.




    Víctor Andrés Belaunde, ilustre impulsor del pensamiento socialcristiano en el país, había dicho alguna vez que en el Perú los ministros no tenían vocación de renuncia. Era una manera de explicar por qué estos casi nunca se enfrentaban al Congreso, asumiendo el riesgo de ser censurados o de no obtener el voto de confianza. Lo que era especialmente notorio cuando el gobierno carecía de mayoría parlamentaria. Sin embargo, la cuestión de confianza es, precisamente, un recurso constitucional del que un ministro puede echar mano para solucionar entrampamientos políticos. Además, yo lo había sostenido durante años en mi cátedra de Derecho Constitucional. Llegaba el momento de ponerlo en práctica.




    Homenaje en el pleno y cuestión planteada




    El inicio de mi presentación lo tenía bien pensado: «Señor presidente, después de varios años, tengo el honor de hacer el uso de la palabra ante la Representación Nacional; en esta ocasión, no por mandato popular, sino por decisión del presidente de la República, que me ha confiado la difícil tarea de dirigir el ministerio de Defensa...».




    Consideraba esta presentación como una reivindicación personal, pues había sido defenestrado como diputado de la nación el 5 de abril de 1992, en un repudiable golpe de Estado. Por ello, inmediatamente después, me referí a un preclaro y entrañable personaje que encarnaba la defensa de los principios democráticos y la resistencia contra aquella interrupción constitucional.




    «Me permitirá, por lo tanto, una breve licencia, para rendir homenaje el día de hoy a Roberto Ramírez del Villar, último presidente de la Cámara de Diputados, y, a través de él, a todos aquellos que fueron mis compañeros en la Cámara de Diputados y en el Senado de la República».




    Se escucharon aplausos desde varias bancadas, pero, sobre todo, desde la del PPC, partido del que Ramírez del Villar había sido cofundador. Los fujimoristas tal vez no esperaron que arrancara con un gesto desafiante. Si bien inicialmente se sorprendieron, pronto fue notorio su disgusto. Pero se trataba de marcar terreno desde el comienzo. En política, ese siempre había sido mi estilo, aunque no generaba consensos, sin embargo, no estaba dispuesto a cambiar de línea de conducta. Haber aludido a Ramírez del Villar, aunque podía servir para nuclear a la bancada de gobierno con sectores democráticos como el PPC, era fundamentalmente un acto simbólico personal, pues no solo siempre lo había admirado, sino que podía preciarme de haber sido su amigo personal, en las buenas y en las malas.




    En la parte final de mi presentación, refiriéndome a la reforma del régimen remunerativo y pensionario, señalé que estábamos ante un tema sensible, pero capital, un viejo problema de la agenda pública que generaba malestar en el personal militar y policial, y que, por tanto, era indispensable darle solución. En días previos, algunos exministros y exfuncionarios, mayoritariamente del gobierno de García Pérez, intentando boicotear la delegación de facultades, habían declarado que este tema debía ser materia de un decreto de urgencia y que recién al año siguiente se podría encarar de una manera más profunda. A mí me parecía una idea desafortunada, porque diferir los problemas candentes para más adelante solo era dar la impresión de que estos eran abordados, pero, en el fondo, no se hacía nada. Por ello, fui enfático en desechar esa invitación a la tibieza. Además, consideraba que aquella propuesta no se ajustaba a la Constitución, pues un problema de la magnitud de la reforma salarial y pensionaria ameritaba la estabilidad jurídica que solo emanaba de una ley.




    «Este es un asunto que debe acometerlo un ministro de Defensa. Razón por la cual, en mi caso, es un tema central», recalqué. Y, en la misma línea argumental, comuniqué la decisión que reflejaba con nitidez cuán central y crítico era este tema para mi gestión: «Por esta razón, ante la Representación Nacional, al amparo del artículo 132 de la Constitución sobre este aspecto relacionado al aumento salarial para los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, el ministro de Defensa hace cuestión de confianza. Muchas gracias, señor presidente. Muchas gracias, señores congresistas». Y di por concluida mi presentación.




    Las cartas habían sido jugadas y me encontraba solo en la cuestión de confianza. Lo que venía sería un debate delicado que implicaba el tratamiento de temas vinculados a la seguridad nacional. Por ello, solicité que pasáramos a sesión reservada. Víctor Isla, presidente del Congreso, dio curso a mi solicitud. Después de poco más de cuatro horas retornaríamos a la sesión pública.




    Clase de Derecho




    En uno de los momentos más álgidos de la discusión congresal, cuando el revuelo fue mayúsculo, la presidencia no tuvo otro camino que decretar un cuarto intermedio. Fue el momento para recabar reacciones sobre el futuro de la delegación solicitada, pero también sobre la cuestión de confianza que había planteado. La primera vino del seno de Ejecutivo. Recibí una llamada de Juan Jiménez:




    —Oye, ¿qué has hecho? —me interrogó con evidente preocupación—. El presidente me acaba de llamar. Dice si estás loco, que te acaban de nombrar, que tienes días de ministro, que cómo planteas la cuestión de confianza. Yo lo único que he atinado a decirle es que tú has sido diputado y eres profesor de Derecho Constitucional, así que sabes muy bien lo que haces. Pero a ti te lo digo: ¡Eres un loco de mierda!




    —Bueno, Juan. Yo te dije que conmigo no te ibas a aburrir. Estoy cumpliendo mi palabra.




    Luego vino el pulseo congresal. Lourdes Alcorta, entonces del PPC y luego acérrima fujimorista, me llamó arrogante. «No es ninguna arrogancia —le respondí—, es un mecanismo que está previsto en la Constitución». Marisol Pérez Tello, correligionaria de la anterior, intentó un camino más conciliatorio: «Nosotros te tenemos mucho aprecio, pero cómo nos pones en este disparadero, mejor retira tu cuestión de confianza». «No la puedo retirar, es mi palabra», le expliqué. Y Víctor Andrés García Belaunde, de Acción Popular, optó por un razonamiento más bien táctico:




    —Es una jugada muy arriesgada la tuya. Tú has sido parlamentario y sabes que a nosotros no nos gusta que los ministros nos pechen.




    Entonces, le planteé el dilema implícito:




    —Mira, Víctor Andrés, el apoyo es ahora o nunca.




    —Bueno, yo voy a tratar de hablar con la gente, pero no veo unanimidad en mi bancada —me advirtió.




    Sabía que los fujimoristas y apristas votarían en contra. Pero, como había sido viceministro de Justicia del gobierno del presidente Toledo, consideraba sensato esperar que la mayor parte de Perú Posible me apoyara, a pesar de su indisciplina. Tenía, además, a la bancada de gobierno, muy probablemente una parte importante del PPC, algunos de Solidaridad Nacional, otros de Acción Popular. Por todo ello, creía que la votación era, más o menos, factible. Pero, la verdad, en política todos esos cálculos resultan provisionales y son frágiles en extremo. No podía estar seguro de nada.




    En un pasaje de la sesión pública, Yehude Simon, quien había sido diputado de Izquierda Unida, presidente del Consejo de Ministros del segundo gobierno de García y presidente regional, me pidió que hiciera una aclaración:




    —Presidente, estamos debatiendo ocho horas y media exactamente, y yo, antes de empezar mi intervención, con todo el respeto que se merece el ministro de Defensa, a quien considero, por cierto, una buena persona, y no tengo duda de que debe ser un buen ministro, le pido que aclare al pleno qué significa cuestión de confianza en este caso.




    Es decir, me invitó a volver por mis fueros universitarios y académicos, y ofrecer una clase básica de Derecho Constitucional a los que supuestamente dominaban estos temas. El congresista arequipeño Marco Falconí Picardo, quien en ese momento presidía la sesión, me concedió el uso de la palabra.




    —Congresista Simon —a través de la presidencia—, la Constitución establece con claridad que el gabinete en su conjunto o los ministros de Estado por separado pueden plantear una cuestión de confianza sobre cualquier asunto que estimen pertinente. Si el Parlamento no aprueba la cuestión de confianza que ha planteado el ministro de Estado, este tiene la obligación de renunciar al cargo... A diferencia del voto de censura, que es un acto de iniciativa parlamentaria, la cuestión de confianza es un acto de iniciativa ministerial; y yo durante mi intervención manifesté, con relación al punto de las remuneraciones, que sobre ese aspecto hacía cuestión de confianza al amparo del artículo 132 de la Constitución7.




    El planteamiento fraccionó la votación por cada punto de la delegación de facultades solicitada. Es decir, el proyecto de ley, originalmente enviado por el Ejecutivo, presentaba los siete puntos como un bloque, con lo que, de no concederse la delegación, no habría reforma salarial ni pensionaria, tampoco central de compras ni ninguno de los otros asuntos contenidos en el proyecto. Como yo había hecho cuestión de confianza sobre uno solo de esos puntos, ya no se podía considerar la delegación como un todo indivisible. Por lo menos, me dieran la confianza solicitada o no, había en el fondo un relativo triunfo táctico.




    Momento excepcional




    Después de once horas de debate, llegó el momento de que el ministro del Interior, Wilfredo Pedraza, y yo nos retiráramos de la sala.




    —Señor presidente, señores congresistas —dije en mi alocución final—, hemos tomado debida nota de todas las intervenciones, y esperamos el voto, que es lo que define en la democracia los asuntos. No ha habido ningún acto se soberbia de mi parte, y eso lo quiero aclarar.




    Fui entonces a la oficina de Juan Jiménez a seguir la votación por televisión. Como era de esperarse, me recibió con el afecto de siempre: «¡Eres un loco!». En un momento, cada voto a favor lo celebrábamos como un gol de la selección en el arco de nuestros más encarnizados rivales. Acaso lo más cercano era una tanda de penales, pues el marcador se movía con lentitud y suspenso.




    Los congresistas no debatieron la moción de confianza que planteé ante el pleno y presenté por escrito a la mesa directiva, y procedieron a votar punto por punto el pedido de delegación de facultades. Arrancaron con el concerniente al fortalecimiento institucional del Ministerio del Interior, la Policía Nacional y la carrera policial. Se obtuvo con 54 votos a favor y 49 en contra. Si parecía una victoria ajustada, habría otras que lo serían más.




    El segundo punto, relativo a la modificación del marco legal que establecía el apoyo por parte de las Fuerzas Armadas a la Policía Nacional y a otras instituciones, tuvo marchas y contramarchas. Inicialmente, se contaron 52 votos a favor y 51 en contra, pero inmediatamente la congresista Rosa Mavila dio a entender que había cometido un error en marcar el botón verde y corrigió su voto. «Yo voto rojo en este tema, señor», aclaró. Con lo cual se produjo un empate de 52 votos por lado. Práctica tan común como cuestionable la de votar en un sentido y luego desdecirse. El presidente Víctor Isla tuvo que hacer uso de su derecho a voto dirimente para inclinar favorablemente la balanza 53 a 52. Aunque el fujimorismo cuestionó este voto y se produjo un acalorado debate que retrasó la votación, al final se superó el empate.




    De ese modo, fueron votándose uno a uno los ítems de la delegación de facultades. La creación del ente de compras para la defensa nacional, por ejemplo, se impuso por 57 votos a favor y 43 en contra. Hasta que llegó el numeral 6, sobre el que había hecho cuestión de confianza. Se puso al voto a través del sistema digital. La cámara enfocó el tablero electrónico. Las luces verdes y rojas se iban encendiendo a gran velocidad. Imposible formarse una idea con solo mirar. Había que esperar al relator, quien, tras unos pocos minutos que parecieron eternos, leyó los resultados con su acostumbrado desapasionamiento: «Efectuada la consulta, se aprueba en primera votación, por 69 votos a favor, 29 en contra y una abstención». Sí, cuestión de confianza aprobada8. Momento de respirar. No había que renunciar.




    Al final, también se aprobó el punto 7 y, con ello, la totalidad de materias comprendidas en la solicitud de delegación de facultades legislativas presentada por el Ejecutivo. A los pocos minutos, entró la llamada del presidente Humala:




    —Pedro, para la próxima piensa que estas cosas se tienen que coordinar primero —me pidió.




    —Presidente, el primer día le dije que iba ser leal y defender las causas del gobierno en las que creía. Y en esto creo: hay que subirles el sueldo. Entonces, no podía seguir como ministro de Defensa, si no lo sacaba adelante.




    Debía asimilar la situación verdaderamente excepcional que acaba de producirse: el gabinete Jiménez aún no había concurrido al Congreso a exponer su programa de gobierno y pedir el voto de confianza que obliga la Constitución, y ya lo había obtenido como ministro de Defensa en el tema de las remuneraciones.




    No había ocurrido algo semejante en años. Al mismo tiempo, era el primero de los ministros de Estado que planteaba y obtenía una cuestión de confianza en el Congreso, sin contar con mayoría parlamentaria propia. Tulio de Andrea Marcazzolo, ministro de Hacienda y Comercio durante el primer gobierno de Fernando Belaunde, había hecho lo propio en 1967, pero con una votación adversa que lo obligó a renunciar. Mi caso fue distinto.




    




    

      

        7 En este artículo se lee:




        

          El Congreso hace efectiva la responsabilidad política del Consejo de Ministros, o de los ministros por separado, mediante el voto de censura o el rechazo de la cuestión de confianza. Esta última solo se plantea por iniciativa ministerial.




          Toda moción de censura contra el Consejo de Ministros, o contra cualquiera de los ministros, debe ser presentada por no menos del 25 % del número legal de congresistas. Se debate y vota entre el cuarto y el décimo día natural después de su presentación. Su aprobación requiere del voto de más de la mitad del número legal de miembros del Congreso.




          El Consejo de Ministros, o el ministro censurado, debe renunciar.




          El presidente de la República acepta la dimisión dentro de las setenta y dos horas siguientes.




          La desaprobación de una iniciativa ministerial no obliga al ministro a dimitir, salvo que haya hecho cuestión de confianza de la aprobación.


        


      




      

        8 Años después, cuando, en setiembre de 2019, el presidente Martín Vizcarra disolvió el Congreso controlado abusivamente por el fujiaprismo, y el Tribunal Constitucional resolvió la contienda de competencia que presentó el presidente de la Comisión Permanente, Pedro Olaechea, en la que cuestionó la existencia de una negación de confianza al gabinete presidido por Salvador del Solar, este órgano de control de la Constitución, en su sentencia «Caso sobre disolución del Congreso de la República», fechada el 9 de enero de 2020, empleó como uno de sus sustentos el precedente que establecí al presentar la cuestión de confianza y obtenerla sin que se debatiera específicamente la moción y sin votación expresa. Al igual que el Parlamento de ese entonces, el Tribunal también concluyó que, al apoyar mi iniciativa ministerial, el Congreso me dio la confianza.


      


    


  




  

    Capítulo 3




    Batalla por las compras militares




    DE 2012 A 2015, VIAJÉ varias veces al Vraem porque era el principal centro de operaciones de las Fuerzas Armadas para combatir el terrorismo y el narcotráfico, y porque habíamos trazado el proyecto de construir bases militares para garantizar el control territorial en las zonas que se recuperaban. Las instalaciones se construyeron al amparo de normas secretas, las únicas que, por razones estratégicas y de seguridad, se promovieron bajo esta modalidad, previa aprobación de la Contraloría General de la República, razón por la que me reuní, a fines de 2012, con su titular, Fuad Khoury. El resto de actos jurídicos que se realizaron durante mi gestión como ministro de Defensa fueron llevados a cabo públicamente, conforme al marco legal vigente que encontré al asumir el cargo. Tuve esa previsión porque intuí que la variación de las normas legales se podría utilizar políticamente como argumento para desacreditar mi labor y tratar de confundir de ese modo a la opinión pública. Las recomendaciones de la jefa de la Oficina General de Asesoría Jurídica, la abogada Paola Lobatón, fueron determinantes —luego los hechos demostrarían que hice lo correcto—. Pese a no haber efectuado ningún cambio jurídico, igualmente fujimoristas y apristas me acusaron con falsedad de violar las normas en los procesos de compra, especialmente, en el caso de las adquisiciones de gobierno a gobierno, una modalidad que en varias oportunidades utilizó la segunda administración de García.




    Para llevar adelante el programa de adquisiciones y los proyectos de inversión pública que durante años —en algunos casos, décadas— se encontraban trabados en el Ministerio de Defensa, hicimos un análisis del estado de la situación con el jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas y los comandantes generales. Como se puede suponer, no fue un trabajo sencillo. Por momentos, el proceso de toma de decisiones con las tres instituciones castrenses resultó fatigante y pareció ser un diálogo de sordos. Pero finalmente prevaleció la profesionalidad y la sensatez. Gracias a ello, se trazó una estrategia y se puso en ejecución, luego de ser expuesta al presidente Humala y aprobada por él. Por mi parte, era consciente de que el tema de las adquisiciones militares era, además de extremadamente complejo, muy sensible, y su comunicación no sería sencilla. Más aún, si tenía adversarios que hacían todo lo posible por cuestionar los procesos y bloquearlos. En este sentido, mi conocida rivalidad con fujimoristas y apristas representaba un agravante. Por esa razón, di precisas instrucciones a los comandantes generales para que todos los procesos fueran cumplidos con escrupuloso apego a la ley. Y así se hizo.




    Dramático reporte




    Uno de los problemas que encontré en el Vraem fue el estado de precariedad en que se hallaba la atención sanitaria para los miembros de las Fuerzas Armadas, realizada primordialmente en un hospital de campaña. La infraestructura del centro hospitalario de Pichari estaba ahí, pero sin acabados ni equipamiento, y buena parte de sus habitaciones era utilizada como oficinas. Esta situación se revirtió gracias a un convenio con el PNUD, al amparo del decreto de urgencia impulsado para agilizar los trabajos de recuperación. Pero había otra necesidad colateral: la poca disponibilidad de helicópteros. Como el Vraem tiene una geografía de difícil acceso, la única manera de movilizar tropas, alimentos y medicinas es con helicópteros. Entonces, se diseñó un plan para repararlos progresivamente, mientras se iniciaba el proceso de adquisición de nuevas unidades. En un momento, el jefe del Comando Conjunto, almirante José Cueto, me informó que contábamos solo con siete helicópteros en estado operativo, una cantidad insuficiente para atender las necesidades de un país de treinta millones de habitantes. Muchas veces, además, hubo que trasladarlos del Vraem a otras zonas, lo cual complicaba las operaciones y su logística.




    Por ello, al llegar al ministerio, por indicación del presidente Humala, me vi obligado a programar un viajé a Rusia con los comandantes generales Ricardo Moncada, del Ejército, y Pedro Seabra, de la Fuerza Aérea. El objetivo era, en primer lugar, garantizar el suministro de repuestos para la operatividad de los helicópteros. Por otro lado, había que tratar de vencer la resistencia de los rusos a proporcionar repuestos para aviones adquiridos por la dictadura de Fujimori y Montesinos en la década de 1990, debido a que estos los habían comprado a intermediarios que se dedicaban al tráfico de armas. Pero, además, yo tenía la preocupación de no contar con un esquema de defensa mínimo ante algunas hipótesis indeseadas, pero posibles referidas a la inminencia del fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya. Sin duda, se necesitaba también contar con un suministro de material para organizar un buen sistema de defensa aérea en el sur, del cual carecíamos. Por esa razón, queríamos invitarlos a participar en el concurso público internacional para adquirir este sistema. El objetivo no era agredir, sino fortalecer nuestra capacidad disuasiva e impedir ser atacados. Afortunadamente, esas hipótesis no se materializaron. Recuerdo que sostuve una reunión conjunta con el ministro de Defensa de la Federación Rusa, Anatoli Serdiukov, y los jefes del Servicio Federal de Cooperación Técnico Militar (FSVTS), así como los ejecutivos de las corporaciones estatales Rostekhnologii (Tecnologías Rusas) y Rosoboronexport. En ella me aseguraron que su país se encontraba en plena capacidad de proporcionar los equipos que requeríamos. Tal disponibilidad me tranquilizó y, a la vez, me ratificó lo que varios militares ya me habían dicho y yo corroboré: que existía una antigua y sólida relación entre Rusia y el Ejército y la Fuerza Aérea peruanas, construida desde los tiempos de la Unión Soviética. Lamentablemente, pese a los múltiples intentos y a la necesidad, el concurso para la adquisición del sistema de defensa aérea fracasaría.




    Al volver al ministerio, el almirante Cueto y los comandantes generales me dieron un dramático reporte de nuestra capacidad operativa. La realidad era que se hallaba enormemente deteriorada en comparación con otros países de la región. En los últimos años habíamos invertido muy poco en el mantenimiento, renovación y modernización de las unidades, material y equipos existentes de nuestras Fuerzas Armadas. Me llamaba la atención que un país como Ecuador, económicamente más pequeño, había destinado mayores recursos. Ni qué decir de Colombia y Chile. El informe sobre la escasez de helicópteros brindado por el almirante Cueto era, en buena cuenta, solo un botón de muestra.




    Cuando asumí el ministerio, este apenas había ejecutado alrededor del 3 por ciento de los recursos asignados al sector. A ello se sumaba la inestabilidad en el despacho de Defensa, sin duda una complicación adicional en el desarrollo de planes para las Fuerzas Armadas —fui el cuarto en asumir la cartera de Defensa en solo un año de gobierno—.




    Por aquellos días, me vino a la memoria la dramática presentación del canciller Carlos Torres y Torres Lara en una sesión de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados en la que participé, antes del golpe del 5 de abril de 1992. El ministro fujimorista expuso las razones que lo llevaron a celebrar con su par ecuatoriano en agosto de 1991 el denominado «Pacto de Caballeros», un singular acuerdo, ajeno a nuestra práctica diplomática que, según él, solucionaba de manera transitoria los problemas limítrofes con el vecino país. Era sabido —y estaba comprobado— que los ecuatorianos habían invadido nuestro territorio en la zona de la cordillera del Cóndor desde el primer gobierno de Alan García, y que nuestras Fuerzas Armadas no los habían repelido. La razón tenía que ver con la irresponsabilidad y falta de decisión del gobernante de turno, así como con el déficit de equipamiento.




    Con estos antecedentes, era pues imperativo emprender un programa de adquisiciones de equipos y servicios de uso militar. Pero había que enfrentar intereses políticos y económicos que, por su naturaleza e implicancias relacionadas con la defensa nacional, debían abordarse con prudencia y de manera reservada, pero informando en detalle a la Contraloría General de la República y a la Comisión de Defensa del Congreso.




    De gobierno a gobierno




    La situación en materia de adquisiciones no había sido la mejor. Tras la dictadura de Fujimori y Montesinos, que lamentablemente involucró a miembros de las Fuerzas Armadas en vergonzosos actos de corrupción, el gobierno de transición de Valentín Paniagua, en el breve lapso en que con acierto condujo el país (noviembre de 2000-julio de 2001), se propuso poner en marcha un proceso de lucha contra todo tipo de corruptelas, así como de indagación de los hechos en que habían participado algunos militares. De modo que, obviamente, las compras, por necesarias que fueran, debieron postergarse.




    El gobierno de Alejandro Toledo adquirió solo algunos equipos —cuatro fragatas misileras de segundo uso de la clase Lupo—, pero no llevó a cabo un verdadero plan para potenciar las Fuerzas Armadas. Durante el segundo gobierno de Alan García, el ministro de Defensa, Allan Wagner, impulsó el denominado Núcleo Básico de Defensa y aprobó normas legales para asignar mayores recursos económicos a las instituciones castrenses. Se efectuaron entonces algunas compras, utilizando para las más cuantiosas la modalidad «de gobierno a gobierno». Por ejemplo, durante la gestión ministerial de su sucesor, Jaime Thorne (setiembre de 2010-julio de 2011), se adquirieron los aviones canadienses Twin Otter y otras aeronaves neerlandesas. También se hizo mantenimiento y reparación de ciertas unidades, como el polémico y poco explicado caso de los Mirage 2000. Pero nada más que eso.




    Dada esta crítica situación, acordé con el presidente Humala informar al Congreso. Lo hice en una sesión secreta del pleno a la que asistieron el almirante Cueto y el jefe de la región militar de Arequipa, general Leonel Cabrera. Abordé el tema de manera transparente, haciendo hincapié en las necesidades del frente interno, pero también considerando posibles escenarios relacionados con el fallo de La Haya.




    Desde el punto de vista político y estratégico, el cambio debía ser profundo, buscando una orientación en las relaciones internacionales en el ámbito de la defensa que priorizara criterios técnicos. Por ello, se propuso al Parlamento que en la Ley de Presupuesto de 2013 se perfeccionara la modalidad de adquisición de gobierno a gobierno9, incluida la obligación de realizar estudios de mercado. Consideraba que era fundamental incorporar a Estados en las operaciones de compra, para garantizar el fiel cumplimiento de las obligaciones contractuales. En el pasado, algunas empresas ganadoras no cumplieron con sus obligaciones y generaron un grave perjuicio económico. Al mismo tiempo, la relación entre Estados limitaba la acción de intermediación y de vendedores de armas, que habían sido moneda corriente durante el primer gobierno de García y la dictadura de Fujimori y Montesinos.




    Esta nueva política impulsó las relaciones internacionales y jurídicas a través de la suscripción de convenios marco de cooperación con países como Francia, Países Bajos, Rusia, Canadá y Corea del Sur. A partir de estos compromisos no solo se suscribieron acuerdos de gobierno a gobierno, sino que se inició una etapa de cooperación pedagógica y técnica, así como de análisis geopolítico. Al mismo tiempo, era consciente de que la transparencia y el respeto a las leyes eran indispensables para desarrollar exitosamente los procesos de adquisición. Por ello, cumplí con informar periódicamente a la Comisión de Defensa del Congreso y a la Contraloría General de la República, a la que solicité efectuar las correspondientes acciones de control. Una vez concluidos los procesos, los principales medios de comunicación tuvieron la posibilidad de conocer directamente las instalaciones de la mayor parte de los países donde se fabricaban los equipos y constatar la alta tecnología utilizada. Así ocurrió con Francia, Italia y Corea del Sur. Que yo recuerde, era un acceso que en el pasado la prensa no había tenido.




    Ciertamente, un ministro no realiza ni define las evaluaciones técnicas, legales y financieras que sustentan los procesos de compra, dado que esa es una tarea especializada que corresponde a oficiales, funcionarios y técnicos de las Fuerzas Armadas y del propio Ministerio de Defensa. Lo que un ministro puede y debe hacer es tomar una decisión política e informada basada en criterios institucionales que recomiendan una determinada compra o la desestiman. También puede, y así lo hice, estar atento a la marcha de los procesos de adquisición, lo cual implica una intensiva dedicación que no conoce de treguas. Evidentemente, la toma de decisión se efectúa la mayor parte de las veces en medio de turbulencias políticas e incluso militares, así como de encendidas discusiones públicas y privadas, en las que no faltan agravios y falsas imputaciones. Para evitar caer en la inacción, un ministro debe saber sobreponerse a un contexto que, a menudo, es adverso. En mi caso, siendo una persona que no esquiva la polémica en materia política, me esforcé en ser extremadamente prudente cuando se trataba de procesos de adquisiciones. Me tragué sapos y pasé malos ratos, sabiendo que formaban parte del quehacer cotidiano de la gestión ministerial. Era absolutamente consciente de que si cedía a la tentación de responder ataques, los procesos de compras correrían el riesgo casi seguro de no efectuarse.




    Lección de geopolítica




    Una de las prioridades era la adquisición de helicópteros, pero no de cualquier tipo, sino de gran potencia de motor para operar en los Andes, lo que implicaba que pudieran cruzar con facilidad la cordillera, aterrizar, apagar los motores, cumplir operaciones en tierra por el tiempo que fuera necesario, volver a encender los motores y despegar sin contratiempos. Todo lo cual, por la altitud de los Andes peruanos, no está en capacidad de ser efectuado por cualquier tipo de helicóptero. Por ejemplo, durante el segundo gobierno de García Pérez se habían comprado naves rusas que, por falta de otras más adecuadas, se tenían que usar en ese terreno, aunque sin ser de mala calidad no estaban preparadas para las maniobras requeridas, al punto de que no se podían apagar los motores antes de volver a elevarse, con las consiguientes complicaciones logísticas y de costos que ello suponía.




    De este modo, el Ejército realizó una convocatoria internacional para comprar veinticuatro helicópteros mediante la modalidad de gobierno a gobierno, en lo que se denominó el proyecto Salkantay, e invitó a la Federación Rusa, pero también a otros países, como Estados Unidos, Francia, Italia, Ucrania y Corea del Sur, aunque al final solo se evaluaron las propuestas técnicas y económicas francesa, surcoreana y rusa, que fueron las únicas que cumplieron con entregarse. En el caso de Rusia, el proceso implicaba renovar una alianza estratégica militar que se remontaba a varias décadas atrás y firmar un acuerdo de cooperación como los que se habían celebrado con los otros países. Por esa razón, en octubre de 2012, vino al Perú el ministro de Defensa, Serguéi Shoigú, a quien por seguridad recibí en el Pentagonito. Era un general de gesto adusto y pocas palabras. A la hora de la cena, con la intención de romper el hielo, le dije, traductor de por medio, que acaso se debía aburrir con un ministro de Defensa latinoamericano y logré arrancarle una ligera sonrisa. Ya más animado, me contó que llevaba más de veinte años como ministro. «Ah, vaya oficio», le comenté. Entonces, me explicó que antes había ocupado otra cartera, pero que desde la llegada del presidente Putin se había convertido en su ministro de Defensa. En ese tiempo, había tratado con gente de peso, de todo color político y procedencia: el rey de España, los dos hermanos Castro, el libio Muamar el Gadafi, entre otros. Esa noche le invitamos un lomo saltado, pero me dio la impresión de que no le gustó tanto. Tampoco bebió; diría que probó el pisco sour por protocolo. Pero ya al final, en un gesto especial, sacó una tablet y me mostró una serie de fotos con el presidente Putin, en las que aparecían cazando, en las montañas, todas con paisajes paradisiacos de fondo.




    Tiempo después, la comisión que elaboró el informe con la recomendación final, presidida por el general de brigada EP Germán Gonzales Doimi, seleccionó la propuesta rusa en lugar de la francesa, que constaba de veinticuatro helicópteros, modelo MI-171SHP. Luego de que se seleccionó al ganador, el presidente Humala consideró conveniente que se concretara el establecimiento de una planta para la reparación y el mantenimiento de helicópteros en nuestro país, con lo que estuve de acuerdo, pues permitiría la transferencia tecnológica necesaria para asegurar su mantenimiento y, por lo tanto, una mejor disponibilidad operativa. También representaría un gran ahorro económico para el país, porque de esta forma se evitarían los costosos viajes a Rusia para hacer las reparaciones.




    Le sugerí al presidente, y él respaldó mi iniciativa, que la planta se construyera en Arequipa, no solo por el especial afecto que guardo a la tierra de mis antepasados, sino para descentralizar este tipo de operaciones y aprovechar la sequedad del clima del sur, que ayuda a mantener las naves en estado óptimo. En esa parte de la negociación tuve que intervenir directamente y recuerdo que llamé al ministro Shoigú un 24 de diciembre para avanzar en este proceso.




    En setiembre de 2014, viajé a Moscú en visita oficial, para ver el proceso de fabricación de los aviones y coordinar el pago, acompañado del comandante general del Ejército, Ronald Hurtado, quien reemplazó al general Ricardo Moncada, iniciador de este complejo proyecto que llegó a buen puerto, en gran parte, gracias a su gestión. También integraron la delegación el general Germán Gonzales y mi edecán, el teniente coronel Roberth Quirós. El viaje se produjo en medio de una polémica que causó cierto resquemor en el Gobierno de Estados Unidos: Rusia había tenido un problema con Ucrania y se habían suspendido los pagos hacia ese país, dado que todos se hacían vía Nueva York. Entonces, el embajador norteamericano Brian Nichols me pidió una reunión para preguntarme si realmente viajaría a Rusia. Yo le respondí que sí, porque era mi obligación defender los intereses del Estado, que la compra no guardaba relación con el problema que ellos tenían con los rusos y que, además, se había acordado antes de que este se produjera. «Usted es testigo, embajador, de mi trabajo para mantener una buena relación con su país, pero también hacemos lo propio con Rusia en el ámbito de la Defensa», le precisé. Aun así, a través del Ministerio de Economía y Finanzas, se tuvo que hacer gestiones especiales para pagarles a los rusos, porque las rutas bancarias habituales estaban bloqueadas.




    Al llegar a Moscú, me recibió el ministro Shoigú con un estricto protocolo castrense. Me rindieron honores en la plaza de la Victoria, ubicada al pie del Museo Nacional de Historia de la Gran Guerra Patriótica, que conmemora la participación rusa en la Segunda Guerra Mundial. La marcialidad era impresionante. Los soldados desfilaban mirándome directamente a los ojos, no al vacío ni al frente, lo que reflejaba su férrea formación militar. Aunque fueran cosa del pasado, se percibían nítidamente los rezagos del imperio. Ciertos elementos ceremoniales habían quedado marcados y formaban parte de la educación y cultura de esas Fuerzas Armadas, tal como también pude percibir en Alemania, Francia e Italia.




    En ese entonces, me habían diagnosticado erróneamente celiaquía, así que tenía prohibido comer cualquier cosa que tuviera gluten. Fue una molestia que duró ocho años. Por ello, mi secretaria había avisado que no me sirvieran nada con esa proteína, pero olvidó precisar que, además, era alérgico a los mariscos. Así que en la cena oficial en el Ministerio de Defensa ruso, si bien no recibí nada con gluten, desfilaron platos con langostinos, cangrejos y otros moluscos. Mi colega se percató de que devolvía los platos intactos, así que llamó a uno de sus edecanes para averiguar qué ocurría. Tuve que decir que lamentablemente, además de ser celiaco, tenía esa otra alergia. Entonces, a partir de ese momento, cambió el sentido del desfile culinario y comenzaron a traerme unas carnes verdaderamente deliciosas.




    Durante la gira, los dos generales viajaron a visitar la fábrica de los helicópteros, que quedaba en Ulán-Udé, lejos de Moscú. Por mi parte, pude sostener un diálogo privado con el ministro Shoigú. Empezó por agradecer mi visita, sobre todo por el contexto en que se había producido. Luego vino lo más interesante: una sabrosísima e instructiva charla sobre geopolítica, la cual, por obvias razones de confidencialidad, no puedo revelar, pero sí asegurar que resultó más ilustrativa que los mejores libros sobre el tema, entre otras razones porque fue con alguien que, a título de una de las potencias mundiales, tomaba decisiones desde hacía dos décadas.




    Se trató de una operación costosa que superó ligeramente los 528 millones de dólares. Para su ejecución, se cumplió escrupulosamente con todos los pasos y las etapas establecidas por ley: el correspondiente decreto supremo se publicó en el diario oficial El Peruano10, la Contraloría inició a mi solicitud una auditoría y, tiempo después, dio cuenta de no encontrar ninguna ilegalidad. El contrato y sus plazos se cumplieron a cabalidad.




    Cooperación surcoreana




    Los cadetes de nuestra Fuerza Aérea no contaban con aviones de entrenamiento apropiados. Solían utilizar simuladores, y de ese modo intentaban cumplir con la cantidad de horas de vuelo exigidas para la formación básica de un piloto. Cuando asumí el ministerio, se había iniciado el proceso de adquisición de aeronaves que buscaba suplir esta prioritaria necesidad.




    Habían quedado para la decisión final las propuestas de Brasil, de aviones Super Tucano, y de la República de Corea del Sur, de aviones KT1. En medio de la discusión técnica y económica, el diario La República había revelado que el viceministro de Recursos para la Defensa, mayor general FAP en retiro Lizandro Maycock, quien ocupaba el cargo desde el inicio del gobierno de Humala, se había reunido en un conocido hotel con miembros de la delegación surcoreana. Al poco tiempo, la información se difundió. Lo que me obligó a tomar acciones, y naturalmente aceleré la salida de Maycock11. Pero algo me quedaba claro: existían presiones para intentar alterar el proceso de adquisición.




    La oposición objetaba la proposición surcoreana porque el presidente Humala había ocupado el cargo de agregado militar en la embajada peruana en ese país. Lo constaté en mi primera presentación en el pleno del Congreso, cuando el aprista Mauricio Mulder mencionó maliciosamente un presunto interés del presidente a favor de la oferta surcoreana. Obviamente, rechacé esa imputación, recordándole el siniestro accionar de Alan García, quien en 1985 había participado en la dudosa operación de reducción de la compra de aviones Mirage 2000, en la que también intervino el traficante de armas Abderramán El Assir. Mulder buscaba atacar a Humala, pero, al mismo tiempo, daba la impresión de defender los intereses brasileños. Para entonces, aún no había estallado el escándalo Lava Jato, por lo que podía parapetar otro tipo de intereses en una presunta acción fiscalizadora, sin despertar mayores sospechas. Ciertamente, no fue el único que estuvo en contra del ofrecimiento surcoreano.




    A través del embajador brasileño Carlos Teixeira, recibí la invitación del ministro de Defensa, Celso Amorim, para visitar su país. La idea era conversar sobre la posibilidad de efectuar contrataciones bajo la modalidad de gobierno a gobierno y, además, conocer las plantas de la aeronáutica Embraer. Pero había ocurrido un desagradable incidente. La congresista Carmen Omonte me contó que durante un almuerzo en el Club Lima Golf, al que no asistí, el representante de Embraer en el país se había expresado sobre mí, delante de un grupo de personas, de una manera temeraria y ofensiva, asegurando que tenía intereses y buscaba favorecer a la empresa surcoreana en la operación de los aviones. Como el embajador Teixeira actuaba como intermediario de la invitación del Gobierno brasileño, consideré necesario rechazar ante él las expresiones agraviantes de la que había sido objeto y exigir satisfacciones, lo hice en una reunión a la que asistí acompañado del viceministro Jakke Valakivi. Fue un momento tenso, pero luego se superó el impasse y pudimos mantener una cordial relación.




    Obviamente, este hecho se lo informé al presidente Humala, como solía hacerlo con todos los temas relevantes en reuniones de trabajo que sosteníamos con regularidad, en las cuales a veces no nos quedábamos en su oficina, sino que caminábamos por los ambientes de Palacio de Gobierno e, incluso, cuando el reloj se acercaba a la medianoche, por las calles aledañas del centro histórico de Lima. Esto último, por supuesto, era motivo de extrañeza en los noctámbulos que nos reconocían. Aquella vez, Humala entendió la situación y autorizó la visita oficial a Brasil, que realicé en compañía del comandante general de la Fuerza Aérea, Pedro Seabra, el vicealmirante Edmundo Deville y la abogada Paola Lobatón, en setiembre de 2012. Fuimos recibidos con cortesía por el ministro Amorim y los altos mandos de las Fuerzas Armadas brasileñas. Nos informaron sobre el proceso de adquisición que realizaría la Fuerza Aérea, el sistema Sivan-Sipan y aspectos técnicos de los aviones Super Tucano. Además, visitamos las modernas e impresionantes plantas de Embraer.




    La Fuerza Aérea, sin embargo, optó por la oferta surcoreana, económicamente más ventajosa que la brasileña en casi 9 millones de dólares por cada avión, lo que implicaba un ahorro de alrededor de 180 millones de dólares en el total por las veinte unidades. Los aviones además se iban a coproducir y ensamblar en el Perú, solo cuatro vendrían armados desde Corea del Sur. La empresa KAI ofrecía modernizar los hangares de la FAP, que no habían recibido inversión desde la década de 1940. Como aspecto sustancial y ventajoso de los surcoreanos, se aseguraban transferencia tecnológica y capacitación al personal. Ventajas notorias e importantes que la propuesta brasileña no consideraba, y que fueron convenientemente evaluadas por los mayores generales de la FAP Rubén Gambarini, Alfonso Artadi y Francisco Lizarzaburu.




    Para la ejecución del convenio de gobierno a gobierno, se realizaron coordinaciones con el embajador Park Hee-kwon, quien siempre tuvo la mejor disposición. El objetivo era garantizar la participación estatal de la Oficina Comercial del Gobierno de Corea del Sur (Kotra) y el Programa de Adquisición de Defensa de Corea del Sur (Dapa) como partes integrantes del compromiso. La campaña de desinformación, sin embargo, había sido tan intensa que, una vez firmado el acuerdo, consideré necesario que viajara una delegación de periodistas a Corea del Sur para constatar las capacidades tecnológicas de la empresa KAI. Acompañaron a la delegación el comandante general de la Fuerza Aérea, Jaime Figueroa; el de la Marina, Carlos Tejada, y el embajador Mario López. El almirante Tejada, además, concretaría la donación de una corbeta y realizaría visitas para evaluar la posibilidad de contar con la cooperación técnica surcoreana, de modo que el Servicio Industrial de la Marina (SIMA) tuviera capacidad de fabricar buques multipropósito y patrulleras marítimas, así como para invitarlos a participar en el proceso de modernización de nuestros submarinos.




    Fui recibido con honores militares por el ministro de Defensa, Lee Myung-bak, con quien sostuve una cordial reunión, y posteriormente brindamos una conferencia de prensa ante periodistas de ambos países, en la que dimos a conocer la envergadura del proyecto. En la cena que luego ofreció, ratificó el compromiso de su gobierno de donar la corbeta a la Marina. Finalmente, pudimos visitar con los periodistas peruanos la fábrica de la empresa KAI y verificar el gran desarrollo tecnológico de la industria aeronáutica surcoreana.




    Este acuerdo marcó el inicio de una alianza estratégica entre ambos países y la posibilidad de que Corea del Sur ingresara a competir en el campo de la industria aeronáutica en América Latina. En el futuro, la idea era coproducir aviones en el Perú para ser ofrecidos a otros países de la región y también fabricar partes y piezas de aviones. El convenio se cumplió minuciosamente, bajo la supervisión de la Contraloría y, durante su ejecución, invitamos a integrantes de comisiones del Congreso para que conocieran los avances del proyecto. Tiempo después, bajo la responsable y diligente acción del mayor general FAP Óscar Santamaría, el proceso de coproducción culminó de manera exitosa y, desde la Presidencia del Consejo de Ministros, pude participar en la ceremonia de entrega de los aviones, a la cual asistió la presidenta de Corea del Sur, Park Geun-hye.




    Fue un proyecto anhelado por la Fuerza Aérea y que impulsó el presidente Humala. Por primera vez, rompió su acostumbrada parquedad y me felicitó por la labor realizada. Desde un inicio, consideró que la coproducción con transferencia tecnológica era vital para el desarrollo de la industria de la defensa en nuestro país, punto de vista con el que coincidí.




    Transporte italiano




    El interés de adquirir un sistema de defensa aérea, que abordé con los representantes rusos al inicio de mi gestión, fue tratado también con Italia, país al que se había invitado a presentar una propuesta. Por esa razón, viajé a Roma en mayo de 2013 y me reuní en el Palazzo Baracchini con el ministro de Defensa y a la vez senador, Maurizio Mauro, quien en octubre del mismo año correspondió visitándonos en Lima. Pero, lamentablemente, este proceso se frustró porque, pese a haber ganado el concurso, Italia cambió la oferta a último momento. En esa coyuntura el semanario Hildebrandt en sus Trece me acusó de haber acordado la compra antes de su oficialización, pero no fue así, al punto que esta operación no se llegó a concretar.




    En aquel viaje, pedí una audiencia con el papa Francisco para asistir con los comandantes generales de la Marina, Carlos Tejada, y de la Fuerza Aérea, Jaime Figueroa. Dada la cercanía que ellos tenían con algunos obispos peruanos, les pedí que reforzaran mi solicitud. Durante el trayecto al encuentro con el pontífice, pensaba en cómo podía lograr conversar con él algunos minutos más, considerando la cantidad de autoridades que habitualmente recibe. Tras pedirle una bendición para los soldados en el Vraem, y ya cuando se estaba aproximando al almirante Tejada, se me ocurrió decirle:




    —Soy exalumno jesuita.




    Casi inmediatamente retrocedió y volvió a darme la mano.




    —Ah, ¡tienes el virus! —me dijo con una sonrisa de viejos conocidos.




    Más adelante, la FAP organizó otro concurso internacional. Esta vez, para comprar dos aviones de transporte destinados a renovar la flota de los viejos Antonov. Ganó la empresa italiana Alenia Aermacchi, que fabrica los C-27J Spartan, modelos de las aeronaves que finalmente se adquirieron. Al igual que en casi todos los procesos de compras importantes, se cuestionó arbitrariamente la capacidad y calidad de los aviones italianos. Así que, tras concurrir a la Comisión de Defensa del Congreso a sustentar la operación, viajé a Italia en mayo de 2014 con un grupo de periodistas para que conocieran las instalaciones de Alenia Aermacchi, en Turín, y pudieran verificar de cerca su calidad tecnológica y profesionalismo. Aquella visita fue ilustrativa y los informes periodísticos dieron cuenta de ello.




    Ese viaje fue importante por razones técnicas. Pese a que la Fuerza Aérea ya había tenido una relación con Italia, el hecho de que durante décadas hubiera utilizado aviones Antonov de fabricación soviética implicaba un cambio no solo en cuanto a la relación militar y estratégica, sino también en materia tecnológica. Por ello, integraron la delegación oficial el comandante general de la Fuerza Aérea, Jaime Figueroa, y el mayor general FAP Rubén Gambarini, quien se había encargado de presidir la comisión que seleccionó la oferta de Alenia Aermacchi.




    Dado que esta compra no fue el resultado de un acuerdo de gobierno a gobierno, sino producto de una evaluación técnica de la FAP y un concurso internacional organizado por esta institución, decidí viajar a Italia también para respaldar su decisión. A diferencia de la actuación de ministros del sector en procesos similares, yo di la cara ante el Parlamento y la Contraloría, pero, además, ante la opinión pública. Pues pensé que, así, se podría apreciar quiénes eran las personas con las que se celebraba acuerdos de gobierno a gobierno y firmaban contratos. Eso no había ocurrido en procesos de compras de las Fuerzas Armadas. Y era importante hacerlo como señal de absoluta transparencia.




    En marzo de 2015, vino a nuestro país la ministra de Defensa de Italia, Roberta Pinotti, y la condecoré con la orden militar de Ayacucho en grado de Gran Cruz. Durante la ceremonia de reconocimiento, en mi intervención mencioné al reputado constitucionalista Paolo Biscaretti di Ruffia, cuya obra es vital para entender el sistema parlamentario italiano, el denominado parlamentarismo puro, y de especial valor para un profesor de Derecho Constitucional. Era, además, una nueva oportunidad para reiterar y dejar sentado ante la oficialidad lo importante que resultaba para el país el respeto a la Constitución y las leyes.




    Cuando llegaron los aviones, en octubre de 2015, vino también en visita oficial el presidente del Consejo de Ministros de Italia, Matteo Renzi. Para entonces, yo estaba también al frente de la Presidencia del Consejo de Ministros y tuve ocasión de recibirlo en el aeropuerto y acompañarlo en un viaje al Cusco, que se realizó precisamente en uno de los aviones Spartan. Era la primera vez que nos visitaba un primer ministro italiano. Solo un presidente de ese país había venido al Perú. En aquella ocasión, quise que, al margen de las actividades previstas, el presidente Humala organizara en Palacio de Gobierno un almuerzo o una cena abierta con la asistencia de algunos representantes de la colonia italiana en nuestro país. Pero acaso su estilo huraño y poco afín a esta clase de evento le impidió acoger la idea y, al final, almorzó con Renzi acompañado únicamente del embajador de Italia, Mauro Marsili. Días después, el embajador me dijo: «Primera vez que asisto al comedor pequeño de Palacio de Gobierno».




    Era espacial




    Otro proyecto largamente discutido fue el sistema de observación satelital terrestre, que ya había motivado la aprobación de la Ley 28799, en 2006. Producto de un detallado análisis, se había descartado continuar con la adquisición a terceros de imágenes desde el espacio, por diversas razones: alto costo, demora en la entrega de información en casos de emergencia e incluso consideraciones relativas a la soberanía nacional.




    Los funcionarios y expertos señalaban que el satélite de observación terrestre podría ser empleado en todos los campos de acción del Estado, no únicamente en la defensa. Por tanto, consciente de la importancia de contar con este instrumento tecnológico, como lo tenían Argentina, Brasil, Chile y México, cooperé en impulsar un proyecto que colocaría al país en la era espacial.




    Para su ejecución, se encargó a oficiales y técnicos de la Comisión Nacional de Investigación y Desarrollo Aeroespacial (Conida) —adscrita el Ministerio de Defensa, en coordinación con la PCM— que formularan un proyecto de inversión pública, trabajo en el que tuvieron una destacada participación el mayor general FAP Carlos Rodríguez, jefe institucional de la Conida, y el coronel FAP Edgardo Barrueto. Desde ese momento, anuncié el interés del Estado en adquirir un satélite propio. Cuando la vía legal estuvo expedita12, informé de los alcances de esta iniciativa a la Comisión de Defensa del Congreso. Luego, durante un viaje a Francia, invité a ese país a presentar su oferta. Durante el gobierno de García, una delegación de funcionarios civiles y militares fue enviada por su ministro de Defensa, Rafael Rey, a España y a Reino Unido.




    El debate que ocurrió a partir de entonces permitió percibir la existencia de intereses creados de carácter económico y, en muchos casos, la utilización de mentiras y agravios para intentar obstruir el normal desarrollo del proceso. Tomé, entonces, la determinación de informar en detalle a la Contraloría el mecanismo con que la Conida lo conduciría, y concurrí hasta en doce oportunidades a diferentes comisiones del Congreso para dar cuenta del desarrollo de la operación, antes, durante y después de concretada. Incluso, en mi segunda interpelación, respondí algunas preguntas que trataron sobre la adquisición del satélite.
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